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PRÓLOGO


La participación ciudadana en todas sus variantes y aspectos constituye el eje central de este segundo Anuario que lanza la Red Latinoamericana de Derecho Minero. Se trata de uno de los temas más candentes y relevantes en el escenario actual del derecho minero particularmente de los países latinoamericanos y del mundo en general.


Es un gran honor para mí –y no poca responsabilidad– escribir este prólogo y compartir algunas breves notas sobre el tema.


Cabe, en primerísimo lugar, un gran reconocimiento y agradecimiento a todos los autores involucrados en este Anuario que reúne a un grupo sumamente destacado y versado en los temas que hoy acucian al sector minero y energético tanto a nivel internacional como a nivel regional.


A lo largo de los distintos artículos se examinan con minucioso detalle los fundamentos constitucionales y legales de la participación ciudadana y de la consulta previa respecto de comunidades y pueblos originarios en el sector minero, señalando con espíritu crítico tanto desarrollos regulatorios como los vacíos normativos e institucionales que aún existen para garantizar la plena efectividad de estos derechos.


Si bien las características, evolución normativa, contexto social económico y político de cada país analizado son distintas, es evidente que existe un núcleo común a todas las jurisdicciones analizadas: la necesidad creciente de poner todos los recursos necesarios desde lo regulatorio y desde las políticas públicas para efectivizar, mejorar e implementar adecuadamente la participación ciudadana y consulta en el sector minero.


En los últimos 10 años ha habido notables avances en el tema, especialmente a nivel de jurisprudencia tanto de las cortes supremas de los distintos países como de tribunales inferiores, de los que pueden extraerse estándares relevantes a casos relacionados con la actividad minera. Sin perjuicio de ello, es notorio que existen –incluso en un mismo país– distintos perfiles técnico-institucionales en materia de diseño institucional y prácticas específicas, así como diferencias en el tipo y calidad de la participación y en los contextos sociales y políticos, que determinan distintos grados de eficacia en la adopción de instrumentos vinculados a la protección ambiental.


Conceptos como justicia energética también son abordados a través del análisis de casos en los que los institutos del derecho minero se ponen a prueba y evidencian de algún modo su deficiencia para responder en total dimensión a los requerimientos de una sociedad en evolución con valores sociales y medioambientales en dinámico cambio.


Ha existido y sigue existiendo una brecha entre los textos legislativos y el ejercicio efectivo de derechos de participación ciudadana. Cabe sostener esta afirmación para todos los países analizados en mayor o menor medida y conforme sus particulares características y circunstancias.


La industria minera se encuentra posiblemente en las puertas de un nuevo “superciclo” según lo estiman analistas en función de la mayor demanda que se generará por la transición energética. El rol de ciertos minerales como el cobre, cobalto, níquel y litio, entre otros, es cada vez más clave para esta transición y es de esperar que se viabilicen grandes proyectos en toda la región latinoamericana, incluso algunos que no parecían factibles pueden hoy resultar sumamente atractivos para inversores.


Deviene entonces crucial que se activen los mecanismos adecuados para implementar y garantizar la efectiva participación ciudadana y consulta de comunidades y pueblos originarios. Ello redundará no solo en una cuestión de justicia y garantía de derechos, sino que permitirá a la vez reducir la conflictividad que el tema minero despierta en algunas jurisdicciones. Tanto los reguladores como las autoridades mineras deberán concentrar sus esfuerzos en delinear y mejorar políticas en este sentido.


En tal sentido, me gustaría muy especialmente destacar también el rol que los abogados desempeñan –tanto desde lo académico como desde el ejercicio de la profesión– en la construcción de puentes para achicar y eliminar progresivamente las brechas aún existentes entre las prescripciones de las leyes y su aplicación efectiva.


Es por ello que sirvan estas líneas a modo introductorio del tema en análisis, pero principalmente como agradecimiento y merecido reconocimiento a todos los autores de este Anuario: Ana Elizabeth Bastida, Marcos A. Conca, Yésica Yornet, Esteban F. Fresno Rodríguez, Rafael Vergara Gutiérrez, Paola Bermúdez Roldán, Íñigo del Guayo Castiella, Antonio González Sánchez, Mariana Boza, Milton Fernando Montoya Pardo, Victor Rhein Schirato y Marco Antonio Moraes Alberto.


Solo gracias a valiosas contribuciones de académicos y profesionales del derecho puede visibilizarse en toda su dimensión y complejidad la temática jurídica aportando soluciones que trasciendan el tiempo y las fronteras.


Florencia Heredia


Buenos Aires, 1.º de marzo de 2022




PRESENTACIÓN


Constituye una verdadera satisfacción presentar a la comunidad académica, profesional, autoridades y comunidades vinculadas con el sector minero, el segundo volumen del Anuario Iberoamericano de Derecho Minero, dedicado en esta oportunidad al análisis jurídico comparado de la participación ciudadana y la consulta previa en la industria minera de Chile, Ecuador, Argentina, Brasil, España y Colombia.


Esta obra pretende así constituirse en un eje de referencia y consulta sobre uno de los aspectos más importantes para la industria minera regional como lo es la necesaria participación temprana, amplia, deliberativa, plural, informada y propositiva de las comunidades presentes en el área de influencia de los proyectos mineros. Por lo tanto, es oportuno y pertinente este trabajo de investigación colectivo, adelantado por destacados juristas del sector minero iberoamericano que ofrecen un panorama integral sobre la regulación aplicable a la consulta previa y a la participación ciudadana, su alcance, retos y, por supuesto, dificultades prácticas en cada una de las jurisdicciones analizadas.


En el ámbito de la participación ciudadana, no se puede perder de vista que esta ha ido adquiriendo en los últimos años, diríamos incluso que, en la última década, una relevancia preponderante en la estructuración y viabilidad de los proyectos mineros a nivel global. Incluso, cada vez es más frecuente encontrar legislaciones donde esa participación es obligatoria y temprana como requisito previo al otorgamiento de los respectivos derechos mineros (concesiones, licencias, autorizaciones, etc.), de forma tal que exista un verdadero involucramiento social desde la génesis del proyecto y también, como es apenas obvio, durante la vida de este con espacios dedicados especialmente a esta intervención.


De hecho, un involucramiento temprano de las comunidades en los proyectos mineros le permite a las empresas reunir mayores insumos: datos, cifras, estadísticas, antecedentes y, en general, información útil a efectos de diseñar sus evaluaciones de impacto social y sus correspondientes acciones, pero no solo ello, sino también es de utilidad para construir poco a poco relaciones de confianza con las comunidades que les permitan, en el mediano y largo plazo, junto con otras herramientas y acciones, avanzar en la obtención de la tan anhelada licencia social para operar (LSO)1.


No es un proceso sencillo. Desafortunadamente, en América Latina, el malestar social, el rechazo y la oposición a la industria minera, en parte, obedece a que durante muchos años las comunidades se sintieron excluidas de la toma de decisiones sobre proyectos mineros que se ejecutaban en su territorio. Incluso, en proyectos que ya se encontraban en curso, no solamente se negaban estos espacios de participación de manera previa a su materialización, sino también durante la misma ejecución del proyecto. Por lo tanto, fue necesario todo un proceso de aprendizaje, aún en curso, para autoridades, empresas, gremios, academia y las mismas comunidades sobre la importancia de contar y participar activamente en estos espacios de diálogo. De esta manera, bien sea gracias a decisiones jurisprudenciales, legislativas o administrativas (o a veces incluso de facto, a raíz del malestar social) se han ido incorporado y consolidando paulatinamente a los procesos del sector minero estos espacios de participación (aun cuando no se encuentren consagrados expresamente en la legislación).


Dicho esto, en el curso de este aprendizaje se han identificado riesgos que socaban el ejercicio efectivo de la participación ciudadana. Por ejemplo, situaciones en las cuales el diálogo y los acuerdos se alcanzan solo con élites locales, procesos de participación faltos de transparencia; deficientes procesos de rendición de cuentas frente a la comunidad; ausencia de transparencia en la información de los proyectos; barreras al acceso de esta y dificultades en el seguimiento a los acuerdos y compromisos alcanzados entre empresas y comunidades2. Muchos de estos riesgos también se pueden predicar, por supuesto, de los procesos de consulta previa con las comunidades objeto de especial protección constitucional.


Para evitar esto, los gobiernos deben definir claramente (ojala mediante instrumentos de rango legal) las etapas, momentos y forma como se materializará esta participación de las comunidades (tanto en los procesos de otorgamiento de los derechos mineros como posteriormente en la ejecución de los proyectos), su alcance, límites y formalidades, los responsables de su coordinación y ejecución, la divulgación y acceso a la información, la identificación de los impactos del proyecto, los compromisos de las empresas frente a ellos, su seguimiento, las consecuencias en caso de incumplimientos (tanto para empresas como para comunidades), los requisitos para la verdadera representación de las comunidades, la revisión y actualización de los análisis de impactos y compromisos derivados, el fortalecimiento de las capacidades de las autoridades (especialmente de las autoridades locales y su rol en ese relacionamiento social y en los espacios de participación), el enfoque preferencial de género y de grupos especialmente vulnerables en el marco de la participación efectiva, la relación con los espacios de participación previstos en los procesos de licenciamiento ambiental, etc.3


Ahora bien, por parte de las comunidades, la participación activa en estos espacios de diálogo también ha implicado un aprendizaje. La importancia de contar con representantes legítimos en los procesos de diálogo, la necesidad de su conocimiento informado de los proyectos, la inexistencia de poder de veto4, el evitar recurrir a las vías de hecho como expresión de su malestar (bloqueos, cierre de vías, daño a maquinaria e infraestructura, etc.), la intervención oportuna en las etapas previstas, son también aprendizajes que hacen parte de este proceso5.


En consecuencia, y diciéndolo de manera categórica, en un momento histórico donde la transición energética es ineludible y donde la demanda de materiales y minerales necesarios para materializar esa transición, lejos de disminuir, se incrementara históricamente6 (en especial, en el caso de los minerales estratégicos y materiales como el cobre, el litio, el níquel, el niobio, el cobalto, el grafito, el coltán, el acero, el concreto, el aluminio, etc.), un adecuado relacionamiento social se erige como pilar de los proyectos mineros. Ello es así, especialmente en América Latina, donde se cuenta con importantes recursos de minerales estratégicos (litio en Chile, Argentina, Bolivia y México; cobre en Chile; niobio en Brasil; plata en Perú y México)7 y donde los riesgos sociales ocupan un espacio preponderante en la industria. De hecho, así lo ratifica la última encuesta anual de la consultora Ernst & Young sobre los principales riesgos y oportunidades para la industria minera, donde los aspectos ambientales y sociales ocuparon la posición número uno en este ranking, muy en relación con el tercer puesto que ocupa la licencia para operar como otro riesgo identificado8. Ello se muestra así en la gráfica 1[9].


Dicho esto, reitero, esta obra precisamente busca ilustrar al lector sobre el estado actual de la participación ciudadana y la consulta previa en el sector minero regional, destacando su importancia y, como ya se dijo, su alcance, características y retos en los países objeto de análisis. En consecuencia, expreso mi agradecimiento especial a los autores que participaron con sus aportes y que hicieron realidad esta iniciativa; a Florencia Heredia, destacada jurista experta en derecho minero, quien generosamente ha redactado el “Prólogo” de este volumen y a todos los integrantes de la Red Latinoamericana de Derecho Minero que, contando ya con más de cien asociados, se constituye en un espacio de diálogo reconocido y especializado sobre la actualidad jurídica y regulatoria del sector minero en Iberoamérica.


GRÁFICA 1
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Fuente: Ernst & Young.


Finalmente, mi agradecimiento especial al doctor Luis Ferney Moreno, director del Departamento de Derecho Minero-Energético de la Universidad Externado de Colombia por el apoyo a esta iniciativa y al Departamento de Publicaciones de la Universidad por su esmerado trabajo editorial.
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RESUMEN


El presente trabajo aborda la normativa que garantiza el derecho de participación ciudadana dentro del ámbito del desarrollo de los proyectos mineros en Chile. Para ello, se analiza la regulación contenida en la Ley n.º 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente y sus modificaciones, como también en otras normas como el Convenio n.º 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, tanto para la evaluación ambiental de dichos proyectos como para el diseño de políticas públicas y medidas legales y administrativas del sector minero.
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1. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO CHILENO


Para este artículo se realiza un análisis normativo, desde la Constitución, la ley y la regulación sobre el tema de la participación ciudadana y consulta indígena en los proyectos mineros en Chile.


En toda democracia representativa, como es el caso de la chilena, la ciudadanía incide en las decisiones públicas a través de procesos participativos, con información pertinente y criterios de consulta, donde se considera el parecer de los individuos, las organizaciones de la sociedad civil y otros actores relevantes de la comunidad. La rendición de cuentas y control ciudadano de la acción pública contribuyen y profundizan este tipo de democracia.


La participación ciudadana incluye al individuo y a su entidad colectiva, no solo en cuanto usuarios de los bienes y servicios de la Administración, sino también en cuanto partícipes y fiscalizadores de las medidas asociadas a la implementación de leyes, planes, programas y políticas públicas, controlando su administración, planteando demandas y propuestas, colaborando en la toma de decisiones y, en general, en el perfeccionamiento de la gestión pública. En este sentido, la ciudadanía asume también responsabilidades frente al Estado. Chile ha buscado establecer canales y mecanismos formales que permitan y faciliten la participación de la ciudadanía de manera directa o indirecta en las diferentes etapas de la toma de decisiones legales y administrativas, así como en el desarrollo de políticas públicas. El Estado de Chile también ha suscrito instrumentos internacionales y desarrollado diversas medidas encaminadas a establecer un marco regulatorio que promueva el derecho a la participación1.


El derecho de participación2 es reconocido por la Constitución Política de la República de 1980, actualmente vigente (en adelante [CPR]). En el capítulo I: “Bases de la institucionalidad”, su artículo 1.º inciso 5.º establece que “Es deber del Estado [...] asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”3. La CPR lo convierte, entonces, en un deber del Estado, obligándose a asegurarlo y fortalecerlo, y cuyo contenido concreto es que se asegure con igualdad de oportunidades en la vida pública4. Del análisis de esta disposición, asimismo, resulta claro que el derecho a participar se le reconoce a las personas naturales y jurídicas que conforman la sociedad civil. Este derecho5 se ha reflejado a nivel constitucional, entre otros, con la consagración de los derechos de reunión, de petición y de asociación, garantizados en el capítulo III: “De los derechos y deberes constitucionales”, en los numerales 13, 14 y 15 del artículo 19 de la CPR6.


Estas bases y principios fundamentales han sido plasmados en los últimos 40 años en normas sectoriales, principalmente vinculadas a la gestión de diversas instituciones e instrumentos del ámbito público7. Así, se han incorporado variados mecanismos de participación ciudadana, tales como acceso a información relevante, consultas ciudadanas, cuentas públicas participativas y creación de organismos de la sociedad civil, ampliándose progresivamente la participación desde un nivel meramente consultivo hacia una esfera cada vez más deliberativa8; dejando la participación en el ámbito privado al principio de autonomía de la voluntad. Entre las normas sectoriales más relevantes se encuentran:


(i) Ley n.º 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (1994).


(ii) Ley n.º 19.653, sobre Probidad Administrativa Aplicable de los Órganos de la Administración del Estado (1999).


(iii) Ley n.º 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado (2003).


(iv) Instructivo Presidencial n.º 008, para la Participación Ciudadana en la Gestión Pública (2008).


(v) Ley n.º 20.285, de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (2008).


(vi) Decreto Supremo n.º 236 del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga el Convenio n.º 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo (2008).


(vii) Ley n.º 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (2010).


(viii) Instructivo Presidencial n.º 002, para la Participación Ciudadana en la Gestión Pública (2011) y Políticas para la Participación Ciudadana en el Marco de la Corresponsabilidad (2011).


(ix) Ley n.º 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública (2011).


(x) Ley n.º 20.600, que crea los Tribunales Ambientales (2012).


(xi) Instructivo Presidencial n.º 007, sobre Política para la Participación Ciudadana en la Gestión Pública (2014).


(xii) Ley n.º 20.730, que regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios (2014).


(xiii) Ley n.º 20.900, para el Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia (2016).


No es de extrañar que uno de los ámbitos donde tradicionalmente se ha asignado mayor relevancia a la participación de la ciudadanía sea el ambiental. Esto se debería al carácter social del ambiente, a la universalidad del daño al entorno y a la titularidad común de sus componentes. La existencia de modalidades de participación en el ordenamiento ambiental obedece también a que la regulación del entorno incide fuertemente en la esfera jurídica de los particulares, atribuyéndoseles a estos amplias posibilidades de intervención en las decisiones de la Administración9. Del mismo modo, la participación constituye una concreción del principio de cooperación de los ciudadanos con la Administración, puesto que en ocasiones la acción de esta resulta insuficiente para la tutela efectiva del medioambiente, de modo que corresponde a la comunidad tener un activo rol de aporte y fiscalización en dicha función de interés público10.


2. FUNDAMENTOS LEGALES Y DESARROLLO REGULATORIO EN MATERIA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL SECTOR MINERO CHILENO


En el ordenamiento chileno, la participación ciudadana en el sector minero se concentra en las siguientes normas especiales:


(i) En lo relacionado con las instancias de participación abiertas a la ciudadanía en el marco del procedimiento de calificación ambiental de los proyectos mineros y de su licenciamiento ambiental, se rigen por la mencionada Ley n.º 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, modificada principalmente por la Ley n.º 20.417, tanto en lo que respecta a la institucionalidad ambiental11 como a las normas que regulan el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (en adelante, SEIA). La Ley n.º 20.600 complementó dicha institucionalidad12 con la creación de los Tribunales Ambientales (en adelante, la Ley n.º 19.300 y sus modificaciones y complementaciones, LBGMA). Estas materias también se rigen por el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, cuyo texto vigente consta en el Decreto Supremo n.º 40 de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, modificado por los Decretos Supremos n.º 8 y 63, ambos de 2014, del mismo Ministerio (en adelante, el reglamento del SEIA con sus modificaciones, RSEIA);


(ii) En cuanto a la elaboración de normas y políticas públicas sectoriales mineras, se rigen por la Resolución Exenta n.º 319 de 2015, del Ministerio de Minería, que aprueba la norma general de participación ciudadana del Ministerio de Minería y establece modalidades de participación ciudadana en la gestión pública regidas por la Ley n.º 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.


(iii) La normativa especialísima que rige el procedimiento de consulta a pueblos indígenas en nuestro país en casos de adopción de ciertas medidas legislativas (leyes) o administrativas (normas infralegales, políticas públicas y procedimiento de calificación ambiental de proyectos) establecida en el Convenio n.º 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, ratificado por Chile el 15 de septiembre de 2008, promulgado mediante el Decreto Supremo n.º 236 de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sujeto a lo dispuesto en el Decreto Supremo n.º 66 de 2014, del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, que aprueba el reglamento que regula el Procedimiento de Consulta Indígena.


Finalmente, al tratarse la citada regulación de procedimientos de participación y consulta destinados a la producción de actos administrativos terminales, les resulta aplicable supletoriamente la normativa general contenida en las Leyes n.º 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado (en adelante, LBPA), y n.º 20.285, de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (en adelante, LAIP)13. Ambas buscan encuadrar el ejercicio de las potestades de la Administración en cauces formales, reglados y transparentes, destinados, por una parte, a asegurar el respeto de los derechos de los particulares y, por la otra, a asegurar una actuación eficaz, oportuna y apegada a la legalidad del aparato público cuyo contenido sea público y asequible a la ciudadanía14.


En este sentido, cabe destacar que a la participación ciudadana le resultan plenamente aplicables los siguientes principios generales del Derecho Administrativo: (i) conclusivo, establecido en el artículo 8.º de la LBPA, por el que todo procedimiento administrativo está destinado a que la Administración dicte un acto decisorio que se pronuncie sobre la cuestión de fondo y en el cual exprese su voluntad; (ii) de contradictoriedad, consagrado en el artículo 10 de la LBPA, con base en el cual los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento, aducir alegaciones materiales y procedimentales y aportar documentos u otros elementos de juicio para ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto; (iii) de imparcialidad, consagrado en el artículo 11 de la LBPA, que exige a la Administración actuar con objetividad, observando siempre el interés público sin perjudicar ni favorecer a personas determinadas, tanto en la substanciación del procedimiento como en las decisiones que adopte; (iv) de impugnabilidad, reconocido en los artículos 6.º, 7.º, 19 n.º 3 (en lo referente al acceso a la justicia como integrante del debido proceso), 38 inciso 2.º y 76 de la CPR, en los artículos 2.º, 3.º inciso 2.º, 8.º y 10 de la Ley n.º 18.575 Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en los artículos 15, 41 inciso 4.º y 54 de la LBPA, que permite a los particulares interesados ejercer los medios de impugnación en sede administrativa y judicial contra el acto administrativo terminal15; (v) de motivación, establecido en los artículos 11 inciso 2.º de la LBPA, que impone a la Administración el deber de indicar los fundamentos de hecho y de derecho de sus decisiones, constituyendo una formalidad necesaria para permitir el control de los actos administrativos; (vi) de inexcusabilidad, acuñado en el artículo 14 de la LBPA, por el cual la Administración está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos, a notificarla, cualquiera que sea su forma de iniciación, y a remitir los antecedentes a la autoridad que deba conocer determinado asunto, cuando no sea de su competencia y se le requiere intervenir en él; y (vii) de publicidad, consagrado en el artículo 16 de la LBPA, en virtud del cual el procedimiento administrativo se realizará con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en este.


3. PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL MARCO DEL PROCESO DE EVALUACIÓN Y LICENCIAMIENTO AMBIENTAL DE PROYECTOS MINEROS


El objeto del procedimiento de evaluación ambiental incoado ante el SEIA, mediante el ingreso de una Declaración de Impacto Ambiental (en adelante, DIA) o un Estudio de Impacto Ambiental (en adelante, EIA), es la dictación de un acto administrativo terminal denominado Resolución de Calificación Ambiental (en adelante, RCA) que se pronuncia sobre el proyecto o actividad evaluado en esta materia. En aras de dar aplicación al denominado “principio preventivo”16 y adoptar medidas pertinentes para evitar daños o conflictos ambientales por parte de la institucionalidad descrita, el artículo 10 de la LBGMA contiene un listado de proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, y que solo pueden ejecutarse o modificarse previa evaluación de su impacto ambiental en el SEIA.


La regla general es que dichos proyectos deban ingresar a través de una DIA, a menos que se verifique a lo menos uno de los efectos, características o circunstancias señaladas en el artículo 11 de la LBGMA, caso en el cual deberán someterse al SEIA a través de un EIA. En cuanto a su naturaleza, la RCA constituye una licencia integrada que permite al solicitante el desarrollo de un determinado proyecto o actividad y es, en consecuencia, el acto conclusivo del procedimiento en el que intervienen diversos interesados y órganos de la Administración del Estado. La LBGMA institucionaliza el principio de la participación de la ciudadanía en este ámbito, estableciendo en su artículo 4.º el deber del Estado de facilitar la participación ciudadana destinada a la protección del medioambiente.


3.1. PARTICIPACIÓN CIUDADANA ANTICIPADA O ANTERIOR AL INGRESO DE PROYECTOS O ACTIVIDADES MINERAS AL SEIA


Generalmente, las comunidades suelen involucrarse en un proyecto o actividad minera sujeta a evaluación ambiental mucho antes de que sea presentada al SEIA o de que se inicien instancias formales de participación ciudadana: por medio de comentarios en el vecindario, del levantamiento de información y actividades que realiza el titular en el sitio en el cual se emplazará el proyecto, entre otros. A veces ocurre que, al momento de iniciarse los procesos de participación ciudadana propios del SEIA, existe incertidumbre y preocupación anteriores debido a que la comunidad se ha enterado informal y precariamente de la posible realización de un determinado proyecto. En otras ocasiones, las personas y comunidades afectadas se informan sobre los proyectos mucho después de que el SEIA y los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental lo hagan, generándose en los habitantes la percepción de no haber sido considerados, surgiendo temores sobre los posibles impactos negativos que los proyectos puedan ocasionar.


Todo ello puede generar información parcial y no necesariamente correcta, que da lugar a rumores y desconfianzas que van fijando una imagen del titular y el proyecto ante la ciudadanía que será difícil de modificar con posterioridad, especialmente si el titular posee antecedentes de impactos negativos o procesos conflictivos con sus vecinos. A su vez, los titulares de proyectos, tanto del sector público como privado, se enfrentan cada vez más a comunidades empoderadas y conscientes de su vínculo con el medioambiente, demandando más participación cuando se sienten afectados por un proyecto. Además, existe una mayor atención por parte de los medios de comunicación sobre los conflictos ambientales, por lo cual es común que los alcances e impactos de un determinado proyecto sean dados a conocer en forma masiva sin información acabada, provocando reacciones colectivas adversas. Por todo lo anterior, existen buenas razones para pensar que en muchos casos los mecanismos de la participación ciudadana formal se desarrollan cuando ya existe una inquietud en las comunidades, en especial cuando se trata de industrias o proyectos cuyos impactos son per se percibidos por la comunidad como significativos, como la minería. En estos casos es aconsejable —y efectivamente se está realizando desde hace bastante tiempo— crear instancias de participación y relacionamiento previo para dar a conocer a la ciudadanía, con anterioridad a su presentación al SEIA, las actividades que eventualmente se desarrollarán e incorporarán los aportes que la comunidad pueda hacer para mejorar el diseño del proyecto en un momento en que resulta más factible hacerlo.


Así, fuera del ámbito regulado por la LBGMA, existe, en primer lugar, la denominada Participación de la Comunidad Anticipada a la evaluación de impacto ambiental de proyectos (en adelante, PACA). Proceso voluntario en el que se involucran los diferentes interesados y que funciona de acuerdo con los lineamientos basados en el entendimiento mutuo con aspiraciones a alcanzar acuerdos entre la ciudadanía y los titulares de proyectos, con anterioridad al ingreso de una DIA o un EIA al SEIA. En términos generales, el objetivo que se persigue con la PACA es que el titular pueda informar directa y tempranamente a la comunidad y considerar sus opiniones de forma anterior a la evaluación ambiental del proyecto, teniendo en cuenta que los vecinos conocen su entorno y manejan información relevante sobre el lugar donde viven, lo que puede perfilar el diseño de la DIA o el EIA de ingreso. Al mismo tiempo representa una oportunidad para que los titulares conozcan a tiempo las inquietudes de la gente y puedan resolverlas antes de que se conviertan en situaciones complejas, a la vez que permite recoger información clave para resolver problemas, mitigar impactos o enfrentar imprevistos, que solo aquellos que viven o trabajan en el lugar pueden aportar. En este sentido, la implementación de instancias de PACA contribuye a que, posteriormente, la evaluación ambiental del proyecto se base en información más completa y acertada, disminuyendo también las probabilidades de conflictos en la participación ciudadana formal dentro del SEIA.


Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, el artículo 13 bis de la LBGMA sí impone a los proponentes el deber de informar a la autoridad ambiental si han establecido, antes o durante el proceso de evaluación, negociaciones con los “interesados”17 con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental. Si bien no se alude específicamente a un procedimiento de PACA ni se regula dicha instancia de participación previa en la LBGMA18, se alude a la existencia de comunicaciones con los interesados con el objeto de llegar a acuerdos respecto de los eventuales impactos que ocasionaría el proyecto o actividad anterior a que un EIA o una DIA ingrese al SEIA, siendo dicho proceso de carácter voluntario. Así, su implementación depende de los proponentes y su convicción acerca de las ventajas y beneficios de esta en el futuro del proyecto, permitiendo con ello identificar y canalizar con tiempo y tranquilidad las distintas opiniones existentes para llegar a acuerdos. No obstante, en el evento de existir tales acuerdos, estos no serán vinculantes ni excluyentes para las instancias de participación ciudadana formales dentro del SEIA ni para las etapas de calificación ambiental del proyecto o actividad, aunque sí son consideradas durante el proceso de evaluación.


En la actualidad, resulta impensable el ingreso de un proyecto serio y de gran escala al SEIA sin PACA, encontrándose incorporado mayoritariamente en la industria de la gran minería. En el mismo sentido, el SEA cuenta con la “Guía para la Participación Anticipada de la Comunidad en Proyectos que se Presentan al SEIA (2013)”19. Dentro de los lineamientos indicativos y referenciales entregados a los titulares de proyectos, se recalcan los siguientes: contar con una política ambiental escrita, un departamento de asuntos ambientales, una política específica de relaciones con la comunidad o un departamento que se encargue del tema y con profesionales del área social y ambiental en el diseño y desarrollo de proyectos nuevos; implementar la PACA en la etapa de diseño del proyecto o durante la elaboración del EIA o la DIA; y determinar el alcance informativo, consultivo y resolutivo de la PACA. Lo que aquí se plantea es que el gran desafío que representa el desarrollo de este tipo de procesos esté a la altura de las circunstancias actuales, dada la importancia de informar oportunamente a las comunidades aledañas, de relacionarse con ellas de forma temprana y de atender sus planteamientos e inquietudes. En definitiva, la PACA es una oportunidad de vincular a la ciudadanía en etapas tempranas del ciclo de vida de los proyectos, lo que trae consigo resultados positivos desde el punto de vista del desarrollo sustentable. Lo anterior se plantea en la misma línea de los procesos denominados “scoping”20, de participación anticipada a la elaboración de un EIA o una DIA y que permiten definir los alcances del proyecto en materia de impacto ambiental, en función de su pertinencia con el contexto local. En nuestra experiencia, mientras más temprano se inicien los procesos de PACA, más posibilidades existen de que estos arrojen resultados positivos, tanto para las comunidades como para los titulares de proyectos. A contrario sensu, mientras más tardíamente se inicie la participación, más posibilidades hay de que se produzcan situaciones de desinformación e incertidumbre que puedan derivar en controversias de difícil solución durante las etapas de evaluación ambiental, construcción, operación e, incluso, cierre.


3.2. PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE PROYECTOS O ACTIVIDADES MINERAS DESDE SU INGRESO AL SEIA


3.2.1. PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE PROYECTOS O ACTIVIDADES MINERAS EN EL SEIA


La información constituye el sustrato de la participación de la comunidad: tener conocimiento del inicio del procedimiento y acceder al acto mismo del EIA o de la DIA, al expediente administrativo y a la fundamentación de la RCA, son supuestos necesarios para que exista una posibilidad real de ejercer una participación fundada y, en particular, de impugnar el acto administrativo21, si corresponde. El inciso final del artículo 30 bis de la LBGMA expresamente señala que la participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación (derecho de información ambiental), a formular observaciones y a obtener respuesta fundada de ellas22. Sin perjuicio de las formas de notificación específicas que se explican respecto de un EIA o una DIA, el artículo 30 ter de la LBGMA ordena a los titulares del proyecto o actividad medidas adicionales de publicidad, como el anuncio de su ingreso al SEIA mediante mensajes en medios de radiodifusión local, informando el lugar donde se encuentran disponibles sus antecedentes y el plazo para realizar observaciones. Cuando esta medida resulte excesivamente onerosa o no sea posible su realización por razones técnicas, el director Regional o el director Ejecutivo del SEA puede autorizar su reemplazo por otro medio de similar alcance.


En cuanto al objeto de este derecho, por una parte, el artículo 31 bis de la LBGMA reconduce al régimen general de acceso a la información pública contenida en la LAIP y define lo que se entiende por información ambiental, reconociendo sus diversos soportes (escrita, visual, sonora, electrónica o registrada en cualquier otra forma)23. Incluso, en el artículo 31 quater de la LBGMA se remite al amparo de información contenido en la LAIP cuando este derecho de acceso sea lesionado.


Desde la perspectiva orgánica, el artículo 81 letra h) de la LBGMA encarga al SEA fomentar y facilitar la participación ciudadana en los procesos de calificación de los proyectos. Asimismo, los artículos 26 de la LBGMA y 83 del RSEIA encargan a esa autoridad, así como a las Comisiones de Evaluación, establecer mecanismos que aseguren la participación informada de la comunidad. De este modo, el SEA puede disponer la realización de otras formas participativas a las establecidas de forma específica en la LBGMA en casos calificados, dependiendo de las características propias del proyecto o actividad, pudiendo solicitarse la participación de los órganos del Estado con competencia ambiental o de desarrollo comunitario o social. Finalmente, en virtud del artículo 31 ter de la LBGMA, el Ministerio del Medio Ambiente administra un sistema nacional de información ambiental con los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales, así como las leyes, reglamentos y demás actos administrativos sobre medioambiente o relacionados con este; las autorizaciones administrativas asociadas a actividades que pueden tener un efecto significativo sobre el medioambiente, o en su defecto la indicación precisa de la autoridad que dispone de tal información; los dictámenes y sentencias definitivas de la Contraloría General de la República y de los Tribunales de Justicia recaídos en materias ambientales, entre otros.


3.2.2. PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE PROYECTOS O ACTIVIDADES MINERAS QUE INGRESAN AL SEIA MEDIANTE EIA24


(I) TITULARIDAD Y FORMA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA


Desde sus orígenes, la LBGMA y el RSEIA han establecido que el procedimiento administrativo de calificación de impacto ambiental de proyectos ingresados a tramitación vía EIA debe necesariamente contemplar una etapa de Participación de la Comunidad (en adelante, PAC). Para ello, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 de la LBGMA, “cualquier persona, natural o jurídica”25 tiene derecho a imponerse del contenido del proyecto, otorgándoles acceso al expediente y a los documentos acompañados, salvo las excepciones relativas a la reserva de ciertos antecedentes sensibles que detalla la misma disposición26, para participar a través de la formulación de observaciones ciudadanas. La titularidad de este derecho es concordante con el estatuto general introducido por la LAIP, cuyo artículo 10 lo consagra respecto de “toda persona” tenga o no interés en el procedimiento y sin que le sea exigible precisar en la solicitud de acceso a la información las razones de esta27.


En cuanto a la forma de presentación de las observaciones, se mantiene la posibilidad de hacerlo por escrito por medios tradicionales y se añade la opción de expresarlas por medios electrónicos, según reza el artículo 14 bis de la LBGMA, cuestión de toda lógica atendiendo que el procedimiento del SEIA cuenta también con este soporte.


(II) OPORTUNIDADES PARA LA FORMULACIÓN DE OBSERVACIONES CIUDADANAS


La PAC se inicia con la publicación en el Diario Oficial y en un diario o periódico de circulación regional o nacional, según el ámbito del proyecto, de un extracto del EIA presentado que debe realizar su titular dentro de los 10 días hábiles siguientes a su presentación. Dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde la respectiva publicación del extracto, cualquier persona podrá formular observaciones al EIA ante la Comisión de Evaluación respectiva o el director Ejecutivo del SEA, según corresponda.


A mayor abundamiento, los artículos 28 inciso 3.º y 29 inciso 2.º de la LBGMA y 92 del RSEIA ordenan que, si durante el procedimiento de evaluación el EIA hubiese sido objeto de modificaciones que afecten sustantivamente al proyecto, sean estas aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de PAC. Se entenderá que las modificaciones afectan sustantivamente al proyecto o a los impactos ambientales cuando con su incorporación es posible apreciar una alteración significativa en la ubicación de las partes, obras y/o acciones de la actividad que afecte a la comunidad o grupo humano, así como la generación de nuevos impactos significativos o aumento significativo en la extensión, magnitud o duración de los impactos ambientales que se generarían originalmente. En dicho caso, el titular deberá publicar un nuevo extracto con las mismas condiciones previamente señaladas e incluyendo el contenido de las modificaciones para iniciar otra PAC, esta vez por 30 días hábiles, periodo en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del EIA28. Esto permite formular nuevas observaciones respecto de la totalidad del EIA objeto del procedimiento de evaluación, considerando que en la evaluación el proponente suele variar los términos originales del proyecto a través de adendas, de acuerdo con lo establecido en el inciso primero del artículo 39 del RSEIA.


(III) DERECHO A OBTENER RESPUESTA FUNDADA DE LAS OBSERVACIONES


En ambos casos anteriores, como prescriben el inciso 3.º del artículo 29 de la LBGMA, el SEA debe “considerar las observaciones como parte del proceso de calificación” y “hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución”. Ello se realiza en virtud del denominado Informe Consolidado de Evaluación (en adelante, ICE), con base en el cual la Comisión de Evaluación o el director Ejecutivo del SEA, en su caso, aprobará o rechazará el proyecto sometido a evaluación ambiental y que debe estar disponible en la página web del SEA con a lo menos 5 días hábiles de anticipación a la calificación del proyecto, so pena de considerarse vicio esencial del procedimiento.


El artículo 9.º bis de la LBGMA expresamente ordena que el ICE debe incluir (i) los pronunciamientos fundados de los organismos con competencia que participaron en este; (ii) “la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda”; y (iii) la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto. En el mismo sentido, el artículo 60 del RSEIA reitera como contenido mínimo de la RCA la “consideración de las observaciones formuladas por la comunidad, si corresponde”. Por tanto, el legislador le impone expresamente a la Administración el deber de pronunciarse sobre las observaciones ciudadanas en los fundamentos de la RCA, no meramente ponderarlas, como manifestación de los principios de imparcialidad, contradictoriedad y publicidad de la actuación administrativa ya comentados, lo que al menos nominalmente da mayor incidencia a la PAC29.


Respecto del régimen de notificaciones, según los artículos 25 quater de la LBGMA, 61 y 91 del RSEIA, el referido acto terminal debe ser informado al titular del proyecto o actividad, a las personas que hubiesen presentado observaciones al respectivo EIA, si procediere30, a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los órganos de la Administración del Estado que hayan participado del proceso de calificación ambiental. En concordancia con la exigencia del artículo 41 inciso 4.º de la LBPA, la RCA fundada también debe expresar los recursos que en contra de esta proceden, el órgano administrativo o judicial ante el que han de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno. De acuerdo con el inciso final del artículo 91 del RSEIA, cuando la resolución deba comunicarse a un gran número de personas y ello dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, se podrá publicar un aviso en el Diario Oficial y en un periódico de la capital de la región o de circulación nacional, según corresponda.


Conforme reza el inciso final del artículo 29 de la LBGMA y artículo 78 del RSEIA, si las personas participantes de la PAC estiman que sus observaciones no fueron debidamente consideradas en los fundamentos de la RCA, pueden deducir un recurso de reclamación en virtud del artículo 20 de la LBGMA ante el Comité de Ministros31 dentro de los 30 días hábiles siguientes a su notificación, para que este, en un plazo de 60 días hábiles, se pronuncie mediante resolución fundada32. El Comité debe solicitar siempre informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental del proyecto, en relación con la materia objeto del reclamo y la información o antecedentes que estimen necesarios, pudiendo solicitar a terceros expertos un informe independiente con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión. Esta reclamación no suspende los efectos de la resolución recurrida, pero la falta de consideración de las observaciones ciudadanas afecta los fundamentos de la RCA, por lo que, en caso de acogerse el recurso, esta deberá ser invalidada total o parcialmente33. A mayor abundamiento, si producto de no haberse considerado todas las observaciones en el procedimiento de evaluación, la autoridad que resuelve el recurso advierte qué producto de tales observaciones resulta necesario alterar la calificación del proyecto; la jurisprudencia de nuestra Corte Suprema ha interpretado consistentemente que se encuentra plenamente facultada para modificar la resolución, ya sea estableciendo nuevas medidas para hacer frente a los impactos del proyecto o, incluso, para disponer la calificación negativa del proyecto o actividad34.


Si la resolución fundada del Comité acoge la reclamación, deberá indicar expresamente las partes de la RCA reclamada que deben ser modificadas. La resolución que resuelve la reclamación debe ser notificada al reclamante, al titular del proyecto o actividad, a la comunidad, cuando ello procediere, y comunicada a la Superintendencia del Medio Ambiente y a los órganos de la Administración del Estado que participaron en la evaluación ambiental del proyecto, según el artículo 81 inciso 4.º del RSEIA. Esta resolución debe fundarse en el mérito de los antecedentes que consten en el respectivo expediente de evaluación del EIA, los antecedentes presentados por el reclamante y, si correspondiere, los informes evacuados por los órganos y terceros informantes requeridos por el Comité de Ministros. De lo resuelto mediante dicha resolución se puede reclamar, tanto por la ciudadanía como por el titular del proyecto, dentro del plazo de 30 días hábiles contado desde su notificación, ante el Tribunal Ambiental competente35, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes de la LBGMA y 17 n.º5 de la Ley n.º 20.600.


Así, el principio de impugnabilidad del acto administrativo reconocido en la LBPA se ve reforzado respecto de la ciudadanía, al legitimarla activamente para el ejercicio de la reclamación de la LBGMA36. A mayor abundamiento, si el acto terminal no se pronuncia sobre estas alegaciones, habrá un vicio en la motivación del acto, en su contenido y una infracción a los principios de inexcusabilidad, conclusivo y contradictoriedad, que podrán motivar la anulación del acto por la propia Administración (mediante los recursos administrativos ordinarios o el procedimiento de invalidación regulado en el artículo 53 LBPA) o a través del ejercicio de las demás vías de impugnación37.


(IV) CONSULTA INDÍGENA DENTRO DE LA PARTICIPACIÓN EN LA EVALUACIÓN DEL EIA


El procedimiento de consulta a pueblos indígenas (en adelante, PCPI), el cual se explica en detalle más adelante en otro apartado, es una forma especial de participación de grupos humanos y no debe confundirse con la PAC establecida en la LBGMA y el RSEIA. El Decreto Supremo n.º 66 de 2014, del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, que aprobó el Reglamento que Regula el Procedimiento de Consulta Indígena, en virtud del artículo 6 n.º 1 letra a) y n.º 2 del Convenio n.º 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (en adelante, Reglamento PCPI), establece las condiciones mínimas sobre las cuales estructurar el PCPI.


No obstante, si un proyecto minero es susceptible de ocasionar un impacto significativo a uno o más grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas y, por tanto, debe ser ingresado obligatoriamente por EIA al SEIA, resultará procedente la realización de un PCPI, pese a tener materias, tiempos y participantes propios y diversos a la PAC38. Por tanto, en el marco de la calificación ambiental de un proyecto con estas características, el fin último del PCPI es, mediante todos los esfuerzos necesarios, tratar de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento de los pueblos indígenas consultados respecto de la RCA en particular, respecto de sus impactos y medidas de mitigación, reparación o compensación propuestas por el titular del proyecto minero para hacerse cargo de ellos39. Para estos casos, el artículo 85 y siguientes del RSEIA40 refleja las estrategias de diálogo que, según cada grupo humano perteneciente a pueblos indígenas involucrado, rigen el PCPI que debe aplicar el SEA. En este sentido, los plazos para la realización del PCPI corresponden en principio a aquellos de la PAC en el SEIA, incluyendo la ampliación o suspensión de plazos legales solicitadas por el titular, o aquellos dispuestos de manera excepcional por el SEA, mediante la aplicación supletoria de lo dispuesto en el artículo 32 de la LBPA41, lo anterior inspirado en los principios de buena fe y flexibilidad42.


(V) PARTICIPACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN DE LA RCA


Por último, el artículo 25 quinquies de la LBGMA permite, excepcionalmente y solo para proyectos ingresados al SEIA a través de EIA, que la RCA cuyo proyecto o actividad esté en ejecución sea revisada, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, ante una no verificación o alteración substancial de las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas sus condiciones y medidas. Se reconoce, por tanto, la intervención del “directamente afectado”, esto es, de aquellos sujetos distintos del titular (quien también está legitimado para iniciar este procedimiento) a quienes el proyecto les afecta directamente43.


Este procedimiento administrativo especial de revisión, que se inicia con la notificación al titular de la concurrencia de sus requisitos, debe considerar la “audiencia del interesado”, de modo que los afectados hagan valer sus alegaciones en dicha oportunidad, luego de la cual no puede ser ejercida, según el mismo artículo 25 quinquies de la LBGMA en relación con el artículo 17 letra f) de la LBPA. Además de solicitarle informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental del proyecto, también debe considerarse “la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la Ley n.º 19.880”. Este periodo de información pública, regulado en el artículo 39 de la LBPA, se compone de una fase informativa y de una participativa. Según dicho precepto, la actuación en el trámite de información pública no otorga, por sí misma, la condición de interesado44.


3.2.3. PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE PROYECTOS O ACTIVIDADES MINERAS QUE INGRESAN AL SEIA MEDIANTE DIA45


(I) TITULARIDAD Y FORMA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA


A diferencia de lo que ocurre respecto de los EIA, originalmente la LBGMA y el RSEIA no contemplaban que el procedimiento de evaluación de proyectos ingresados a tramitación vía DIA contara con una PAC y, aún actualmente, esta no es obligatoria. Lo que se mantiene como estándar mínimo es la obligación de las Comisiones de Evaluación o el director Ejecutivo del SEA, en su caso, de publicar el primer día hábil de cada mes, en el Diario Oficial y en un periódico de circulación regional o nacional, según corresponda, una lista de aquellos proyectos que se hubieren presentado a tramitación por DIA al SEIA en el mes inmediatamente anterior, con el objeto de mantener debidamente informada a la ciudadanía, según los artículos 30 de la LBGMA y 93 del RSEIA.


Dicha lista debe contener, al menos, el nombre de la persona responsable del proyecto, la ubicación del lugar o zona en la que se ejecutará, la indicación del tipo de actividad de que se trata y la fecha en que la DIA se presentó a evaluación. Para su adecuada publicidad, una copia del listado también se remite y exhibe en un lugar de acceso público a las municipalidades en cuyo ámbito comunal se realizarían las obras o acciones que contemple el proyecto o actividad en evaluación, y en la Dirección Regional respectiva o del director Ejecutivo del SEA, según sea el caso. Igualmente, conforme al artículo 94 del RSEIA, las personas interesadas podrán conocer el contenido de la DIA y el tenor de los documentos acompañados, sin perjuicio de aquellos antecedentes reservados según el artículo 22 del RSEIA46, en cualquier etapa de tramitación del procedimiento y solicitar, a su costa, reproducciones parciales o totales, las que son entregadas en medios magnéticos o electrónicos.


No obstante, el artículo 30 bis de la LBGMA permite al director Regional o Ejecutivo del SEA ordenar la realización de una PAC en el marco de la evaluación de una DIA bajo el siguiente supuesto: el proyecto debe generar cargas ambientales47 para las comunidades próximas, entendiendo por estas aquellas ubicadas en el área donde se manifiesten los beneficios sociales o las externalidades ambientales negativas en su fase de construcción y operación. Para ello, la apertura de la PAC debe ser solicitada por escrito por, a lo menos, dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica o diez personas naturales directamente afectadas. Finalmente, tratándose de DIA
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